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“Una civilización que se muestra incapaz de resolver los problemas que suscita su funcionamiento es una civilización decadente. 
Una civilización que escoge cerrar los ojos ante sus problemas más cruciales es una civilización herida” (Césaire, Aimé)

Los objetivos de la Agenda 2030 se establecieron en el año 2015 con la finalidad de lograr en quince años un mundo que se pueda sostener en medio de los grandes conflictos ambientales, sociales y económicos.
A modo de recordatorio para quien se encuentre leyendo ésta ponencia el concepto de desarrollo sostenible fue usado por primera vez en el Informe Brundtland en el año 1987 y se lo definió como la forma de satisfacer las necesidades del presente sin comprometer las necesidades de las futuras generaciones.[footnoteRef:1]  [1:  Para más información sobre definiciones vinculadas al desarrollo sostenible se recomienda examinar el libro de “El grito de la Tierra. Biosfera y cambio climático” escrito por el economista Ramón Tamames, quien analiza los diferentes conceptos que se formularon en el siglo XX.] 

Es a partir de ese momento que dentro del concepto de crecimiento económico se incluyen dos importantes límites: el ambiental y social.
Es por ello que a la hora de evaluar cuán desarrollado es un país,[footnoteRef:2] dichos parámetros nos animan a examinar tres áreas importantes:  [2:  Un indicador macroeconómico muy usado ha sido el PIB o PBI, pero se ha examinado que el mismo es insuficiente para analizar el desarrollo sustentable de una sociedad. La cantidad de bienes y servicios que se producen en un país no nos revela absolutamente nada respecto del bienestar en el que se encuentre la sociedad. Por ello se han creado otros indicadores como el índice de Desarrollo Humano o el Índice del Bienestar económico sostenible el cual evalúa diferentes variables asociadas a lo ambiental, social y económico. ] 

1) ¿Cómo aprovechan los recursos naturales?
2) ¿Cuán satisfecha se encuentra la sociedad?
3) ¿Qué actividades económicas se desarrollan? 
Previo a introducirnos al objeto de nuestra ponencia, enunciaremos cinco de los diecisiete ODS (objetivos de desarrollo sostenible)  que son centrales para el breve e introductorio análisis que proponemos: 
· Objetivo 3: Garantizar una vida sana y promover el bienestar de las personas.  
· Objetivo 5: Lograr la igualdad entre los géneros y empoderar a todas las mujeres y niñas. 
· Objetivo 8: Trabajo decente y crecimiento económico.
· Objetivo 10: Reducir la desigualdad en y entre los países. 
· Objetivo 11: Lograr que las ciudades sean más inclusivas, seguras, resilientes y sostenibles. 
Es decir que una sociedad desarrollada es aquella que en su estructura económica incluye a las personas extranjeras proporcionándole un trabajo digno. Por otro lado, también implicaría que tanto la sociedad y el Estado sean conscientes de las desigualdades que existen internamente respecto a la nacionalidad, género, religión, recursos económicos, lo cual nos posiciona dentro o fuera de una estructura social, económica, política y educativa. 
Al tomar conciencia de cómo éstos elementos nos distribuyen y ubican en un lugar u otro, se puede proyectar y trabajar desde la ciencia para crear herramientas institucionales que sean combativas de éstas asimetrías que a todos nos marcan y nos reafirman cual es nuestro lugar del cual no podemos movernos.

La crisis del poder penitenciario federal. Uno de los tantos obstáculos para implementar la Agenda 2030.   

La ciencias jurídica que se enseña en la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de La Plata, toma como verdad absoluta el nacimiento de los derechos humanos a partir de diferentes instrumentos jurídicos producidos en Europa durante el siglo XVIII y XIX sin advertir a los alumnos que los mismos simplemente fueron discursos que lejos estuvieron de llevarse a la práctica, puesto que el mundo quedó dividido y confrontando por líneas que establecieron el  mundo civilizado y la barbarie o subhumanos (Torres Maldonado, 2019: 83-107). Y en esta división, América era el mundo de los subhumanos junto con las mujeres, esclavos, gente sin recursos, africanos, niños, locos, extranjeros e incapaces.  (Hunt, 2009:16)
Mencionamos de forma introductoria éstos parametros que nos ayudarán más adelante a efectuar un análisis crítico del sistema penitenciario federal, el cual como nos referiremos a continuación se encuentra transitando una situación compleja desde hace un tiempo.
El día 11 junio de este año a través del Decreto Nacional 539/2020 se dispuso la intervención de la Dirección Nacional del SPF[footnoteRef:3] por el plazo de ciento ochenta (180) días debido a la renuncia presentada por el Dr. Emilio Blanco a cargo de la Dirección Nacional del SPF y por la situación de emergencia declarada en el mes de marzo de 2019 debido a la sobrepoblación carcelaria, situación que se agravó en el contexto de la pandemia de COVID19 y que constituye un obstáculo para el cumplimiento de los fines de la Ley 20.416. [footnoteRef:4] [3:  El SPF es un órgano que depende del Ministerio de Justicia Nacional, por ende pertenece a la administración pública centralizada. Este punto es muy importante a los efectos de determinar la responsabilidad del Estado Nacional la cual se encuentra normativizada a través de la ley 26.944 (Publicada en el boletín oficial el 2 de julio de 2014)]  [4:  Ley Orgánica del Servicio Penitenciario Federal.  ] 

Sintéticamente, la intervención del SPF se dio por la falta de cumplimiento de las funciones que recaen en su órbita de poder y por el cual es responsable el Poder Ejecutivo Nacional. El art.1º de la Ley 20.416 establece que se deberá encargar de la custodia y  guarda de los procesados, y por otro lado deberá velar por la ejecución de la pena respecto de aquellas personas que han sido condenadas con una pena privativa de libertad. 
Los arts. 3 y 6 de esa misma ley se indican cuáles son  los cometidos y atribuciones que deberá cumplir la Dirección Nacional (organismo técnico), a lo que nosotros solamente enunciaremos algunos de ellos con fines didácticos para evitar que el lector se disperse leyendo los ciento treinta y un artículos de la norma señalada: 
-Coordinar el funcionamiento de los diferentes institutos y servicios que se destinan a la custodia y guarda de los procesados, de la readaptación social de los condenados a sanciones penales privativas y restrictivas de libertad. 
-Organizar, dirigir, administrar al SPF y sus diferentes áreas.
-Capacitar e  instruir al personal penitenciario. 
- Organizar, auspiciar y participar de congresos, actos y conferencias de carácter penitenciario, criminológico. 
-Realizar un trabajo en conjunto con las administraciones penitenciarias federales.
-Producir estadísticas. 
-Propiciar y mantener un intercambio técnico y científico con instituciones similares y afines, naciones y extranjeras. 
Desde el punto de vista técnico jurídico, el SPF se encarga de la última etapa de la teoría de la pena que es la ejecución o aplicación de la condena. 
Es de público conocimiento que las cárceles –federales o provinciales- se encuentran en grave estado y se caracterizan por ser lugares insalubres, con sobrepoblación carcelaria donde se cometen diferentes actos de violencia por parte del Estado (por acción u omisión)
En un plano internacional existe un sinnúmero de acuerdos, convenios, tratados, declaraciones, resoluciones que se pronuncian respecto del trato digno, justo, hacia las personas privadas de libertad en lugares donde el Estado es quién debe velar por su interés, tutela, protección, y bienestar físico, psicológico y espiritual. No mencionaremos cada uno de ellos porque sería interminable, pero sí marcaremos que en el siglo XX -luego de las dos guerras mundiales- se comienza un labor legislativo impulsado por la ONU sobre los derechos humanos de las personas privadas de libertad. Es en ese contexto es que nace en 1955 las Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos, casi doscientos años más tarde del surgimiento de las cárceles como institución estatal. 
¿Por qué cuesta tratar de forma digna a las personas privadas de su mayor bien: la libertad? ¿Es por la falta de recursos económicos y humanos en las instituciones estatales? 
No daré una respuesta definitiva, pero de algo estoy segura: existen ausencias y carencias tanto en el reconocimiento de humanidad[footnoteRef:5] de las personas que se encuentran privadas de su libertad por parte de los operadores jurídicos y administrativos, como también en la preparación de temas transversales como son el  género y migraciones.  [5:  La gran historiadora Hunt (2007: 27,28) nos dice que el reconocimiento de la titularidad de los derechos humanos en un sujeto dependen que dos condiciones: 
Que el sujeto sea autónomo y libre.
Que sea reconocido por el otro como sujeto que sufre y merecedor de la empatía.
A partir de éstos criterios, se crean grupos de subhumanos que son excluidos del carácter de humanidad y que por ende, los actos violentos que se cometen contra ellos no son considerados delitos. ] 

Es por ello, que los objetivos de la Agenda 2030 son metas que deban alcanzarse a nivel nacional por toda la administración pública, incluido el SPF que forma parte del Ministerio de Justicia. Si la política criminal que se construyen y aplica no se consideran las problemáticas que existen en torno al género y a las migraciones, estamos muy lejos de lograr cumplir los ODS señalados al principio.[footnoteRef:6]  [6:  Hay dos objetivos que son fundamentales y que los mencionaremos para evitar que lector recurra al buscador Google (OIT, s.f.):  
8.8 Proteger los derechos laborales y promover un entorno de trabajo seguro y sin riesgos para todos los trabajadores, incluidos los trabajadores migrantes, en particular las mujeres migrantes y las personas con empleos precarios
10.7 Facilitar la migración y la movilidad ordenadas, seguras, regulares y responsables de las personas, incluso mediante la aplicación de políticas migratorias planificadas y bien gestionadas.
 ] 

Por otro lado, la ejecución de la pena se nutre en los lineamientos de las denomindas “teorías re”, las cuales proponen que las personas privadas de su libertad van a estos centros para resocializarce, reeducarse, rehabilitarse, readaptarse y  resinsertarse en el sistema. En palabras simples: las personas van allí para mejorar y convertirse en un hombre de bien que se adecua a los estándares de normalidad, de prestigio y de éxito de nuestra sociedad. 
Por la situación carcelaria en que se encuentra el SPF –agravado por la pandemia del COVID19- las finalidades de las “teorías re” es imposible que se cumplan. Un sujeto no puede modificarse y renacer en un contexto inhumano.
Por otro lado, cuando el individuo egresa de la institución carcelaria a la sociedad, ésta le indica el lugar que debe ocupar. Los espacios de poder se construyen y ordenan conforme a los lineamientos de la cartografía abismal desarrollada por la epistemología del sur de Boaventura de Sousa Santos. 
En el siguiente apartado nos detendremos a analizar cuales son éstas líneas que marcan los lugares asignados a cada persona en la sociedad, las cuales constituyen un obstáculo para el cumpimiento de las teorías re y de los ODS.

Pensando a la política criminal desde la teoría de la cartografía abismal.

La cartografía abismal surge del autor Boaventura De Sousa Santos (2010) nos explica que las líneas divisorias del mundo que existieron en la época colonial actualmente subsisten y marcan nuevas áreas  donde se encuentran diferentes grupos de la población. 
Esas áreas demarcadas son consideradas zona de la impunidad, los actos que allí se cometen  no son considerados delito, tampoco violaciones a los derechos humanos. A veces éstas líneas se convierten en muros y marcan las siguientes categorías que son receptadas por la ley: nacional, extranjero, preso, ciudadano. 
La caracterisitca que tienen las personas que habitan allí es que son consideradas subhumanos, pseudohumanos, es decir, se les reconoce una categoría inferior a la de persona. 
Aunque Santos (2010: 37-46) aplica la categoría de subhumanos a quienes el sistema colonial, capitalista y occidental les expropia el carácter de sujetos titulares de derechos humanos (como es el caso de los migrantes irregulares, musulmanes e indúes) nosotros nos apropiaremos de esos conceptos formulados desde la epistemología del sur para aplicarlos al caso particular de las mujeres migrantes que se encuentran privadas de su libertad en las cárceles federales argentinas.
En la expresión resaltada del párrafo anterior, nos encontramos con tres líneas trasadas desde el punto de vista de la cartografía abismal, es decir que una persona es clasificada según su: nacionalidad, género y situación jurídica ante la ley.  
Éstas líneas se utilizan para la construcción de roles que se asignan a los miembros de una sociedad, incluso se reproducen en diferentes espacios de sociabilización. 
Las “teorías re” son construidas conforme a la cartografía abismal puesto que tienen por finalidad imponer a partir de diferentes prácticas de disciplinamiento el modelo correcto del buen hombre occidental. 
¿Por qué decimos que la categoría “mujer extranjera privada de libertad” es una construcción que se basa en los lineamientos de una teoría abismal? 
La primera palabra que usamos es “mujer”, el lugar que la sociedad patriarcal occidental y capitalista le ha dado a los sujetos que presentan características femeninas no ha sido privilegiado. 
La sociedad se organiza conforme a estructuras de poder, y el género  ha sido un elemento para clasificar como sujetos subhumanos a todos aquellos que se identifican con lo femenino, justificando así los abusos y actos violentos que se han cometido contra ese grupo. (Segato, 2003:107-128)
Según la cartografía abismal los actos depredatorios y violentos que se han cometido contra las mujeres, en algunos casos no han sido tipificados como delitos por estar en la zona abismal, quedando esas conductas impunes. 
La segunda palabra empleada se refiere a su pertenencia o no de un país, a partir de estos datos surgen la categoría de ciudadano y extranjero. 
Las personas extranjeras han sido las depositarias de todas las falencias y miedos de la sociedad. Si a alguien hay que culpar y estigmatizar es al sujeto extranjero. 
Por último, la tercera línea se refiere al status jurídico legal el cual determina si una persona está privada de su libertad o si tiene dominio sobre ella. 
Habiendo hecho una breve referencia al marco teórico que sustenta nuestro análisis, pasaremos a mencionar algunos datos respecto a las personas privadas de libertad que se encuentran alojadas en el SPF[footnoteRef:7]:  [7:  Los datos han sido extraídos de lo informado por el Servicio Penitenciario Federal en base a una solicitud de acceso a la información pública presentada el día 30 de julio del corriente.] 

	Total de población carcelaria
	11.599

	Total de población carcelaria extranjera
	2032

	Total de mujeres
	626

	Total de mujeres extranjeras
	182

	Total de mujeres extranjeras procesadas
	77

	Total de mujeres extranjeras condenadas
	105

	Total de madres extranjers con hijos
	5

	Total de personas trans extranjeras
	7

	Total de personas trans extranjeras procesadas
	3

	Total de personas trans extranjeras condenadas
	4


Fuente: propia. 
De las 182 mujeres alojadas en el SPF el 77,47% del total se encuentra allí por causas vinculadas a los delitos tipificados en la Ley 23.737,
Del total de las personas trans extranjeras (7) que están alojadas en el SPF el 100% se debe por causas vinculadas a los delitos tipificados en la Ley 23.737.
Aproximadamente el 85,32% del total de las mujeres extranjeras que se encuentran alojadas en el SPF corresponden a las siguientes nacionalidades: 
- 44% nacionalidad boliviana. 
-20,32 % nacionalidad peruana.
-17% nacionalidad paraguaya.
-4% nacionalidad colombiana. 
El 100% de las personas trans alojadas en el SPF corresponden a la nacionalidad peruana. 
Estos datos son muy importante porque los extranjeros asociados a la narcocriminalidad fue un fundamento en que se basó el DNU 70/2017 para modificar la ley 25.871 e incluir el proceso sumarísimo de expulsión para extranjeros, siendo que en aquel momento la población carcelaria extranjera representaba un 23% del total.  
Siendo que el 100% de las personas trans extranjeras y un 77,42% de las mujeres extranjeras alojadas en el SPF están vinculadas por los delitos de la Ley 23.737 se remarca la importancia de capacitar a los operadores jurídicos y administrativos con perspectiva de género, especialmente de aquellos que trabajan en el fuero penal de la justicia federal. 
Por otro lado aquellas mujeres y personas trans extranjeras que son detenidas y proyectadas como las autoras de un delito que lesiona el orden y la salud pública, en muchos de los casos son víctimas de procesos de violencia que se cometen contra ellas, ya sea dentro del aparato estatal como por fuera del mismo.
Estos procesos de violencia que se dan a lo largo de la vida dejan marcas que son imperceptibles para la justicia, puesto que se trata de lesiones impunes para el derecho penal dado que son cometidos por sujetos que detentan el poder en este mundo trazado por la cartografía abismal. 
Por otro lado, el daño se agrava cuando intervienen operadores jurídicos que desconocen sobre los actuales procesos migratorios femeninos y la violencia de género que se esconde detrás de las conductas delictivas. 
El daño total que se termina causando no puede cuantificarse en términos económicos, es decir, se llega a un punto que termina siendo irreparable. 
Por ello, ante los nuevos desafíos que se dan en la actualidad se requiere una política criminal que tienda a erradicar los límites introducidos por la cartografía abismal y se “regenere” conforme a introducir la perspectiva de género y la multiculturalidad para dar un tratamiento específico a las personas privadas de su libertad.
¿A qué me refiero con la construcción de una política criminal multicultural? 
La multiculturalidad es un concepto construido por la antropología que implica el reconocimiento, coexistencia y diálogo de diferentes culturas en un mismo espacio.
Dado que existe en el SPF un alto porcentaje de personas provenientes de Paraguay, Bolivia, Perú y Colombia los cuales son estados conformados en su gran mayoría por diferentes pueblos originarios.  
Por citar sólo el caso de Bolivia, está conformada por 36 diferentes pueblos indígenas originarios y campesinos, reconocidos por la Constitución Política del Estado. Por otro lado, también se han reconocido 36 lenguas o idiomas oficiales. ¡Cuánta diversidad!
Las estadísticas que lleva el SPF no revelan cuantas personas de las allí alojadas –tanto nacionales y extranjeras- pertenecen a pueblos originarios. Por ende ésta ausencia de datos dificultan la elaboración de una política criminal multicultural, porque no reconoce las diferencias étnicas que existen dentro de la población carcelaria. Esto es sumamente importante porque del reconocimiento de las diferencias surgen las necesidades particulares que pudiesen llegar a tener, por ejemplo en cuanto a las barreras lingüísticas.
Del pedido presentado al SPF para acceder a la información pública se solicitó que se informara respecto de la implementación de talleres lingüísticos para aquellos sujetos de la población carcelaria que no hablase el español. Solamente se informó que en el año 2009 se implementó un programa de asistencia a la población interna que hablase inglés como primera o segunda lengua, para ello se decidió la creación de un gabinete de traducción para poner a disposición de ese sector información en inglés. 
Dada la inexistencia de cursos orientados a la valorización de las lenguas de pueblos originarios o vinculados a grupos indígenas creemos conveniente que se implementen en un futuro debido a los porcentajes de personas que provienen de países multiétnicos. 
El Estado es quien debe encargarse de elaborar talleres de español y de suministrarle información en la lengua materna que éstas tengan para que puedan comprender aspectos esenciales vinculados a la garantía de defensa. 
El reconocimiento de la multiculturalidad es el punto de partida para la construcción de políticas afines al objetivo de la integración. 

Conclusión.

Los ODS son transversales a toda la estructura de la administración pública, por ello analizamos las dificultades que existen dentro del SPF para lograr una estructura económica, política y social que sea sustentable en sus diferentes aspectos. 
Desde el punto de vista social, incluye el reconocimiento de los diferentes grupos que se identifican con una forma cultural de vida totalmente opuesta a la del hombre occidental.
Ahora bien, ¿por qué necesitamos construir una política criminal multicultural? 
La migración es  un fenómeno complejo, existen múltiples causas por las cuales una persona o un grupo familiar dejan su país de origen, ya sea porque tienen la esperanza de mejorar sus condiciones de vida, o –en algunos casos- han sido afectadas por desastres naturales provocando que su hogar quede inhabitable. 
La búsqueda de satisfacer las necesidades que tiene una persona o su grupo familiar lleva a que la misma salga de su país y que en el Estado de destino dada las dificultades que existen para que se inserte en el mercado laboral, caiga en conductas delictivas.
Dado que las migraciones es un fenómeno que seguirá existiendo –y que probablemente se agrave por efecto del cambio climático y el aumento de los desastres naturales- necesitamos construir no solo un plan para dar un tratamiento especial a las personas privadas de libertad que son extranjeras, sino también pensar que oportunidades les esperan una vez finalizada la condena. 
¿Existe una sociedad libre de prejuicios para incluir en su estructura social y económica a los sujetos femeninos extranjeros que han tenido que atravesar la justicia penal Argentina? 
Si hemos dudado de responder afirmativamente, es hora de comenzar a trabajar disciplinariamente entre las diferentes ciencias para lograr progresivamente eliminar los límites que han sido trazados por la cartografía abismal y que tienden a perpetuarse y a multiplicarse. 
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